
CAPíTULO v 

Las reformas socia.les pendientes 

LA DESIGUALDAD: HISTORIA DE '30s CIUDADES 

Vivo en una de las comunas acomodadas de la Región Me- 
tropolitana. Suelo salir a largas caminatas por sus calles todas 

las semanas. No dejamos de asombrarnos de la limpieza de 
sus calles, la belleza de sus plazas, el verdor de sus jardines, 
la calidad de su infraestructura de servicios. Caminamos por 
las calles de una ciudad de país desarrollado. 

Nuestro trabajo nos lleva con igual frecuencia a vecin- 
darios, barrios y comunas de país subdesarrollado. Calles pol- 
vorientas, viviendas precarias, campamentos, vagancia masiva 

de niños y jóvenes, delincuencia y drogas a vista y paciencia 
de los vecinos. Basurales, hacinamiento e inseguridad. El 
problema es que ambas realidades coexisten codo a codo, 
como parte de una misma ciudad. 

No sé cuándo los chilenos dejamos de asombrarnos con 
esta constatación. En qué momento se instaló la perfecta 
indiferencia frente a esta realidad. Recuerdo cuando, en los 
años ochenta, cerca de mi casa, echaban, a medianoche, 

arriba de camiones a familias emeras con sus escasos enseres 
para ser erradicados de Las Condes, donde vivían y tenían 
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un trabajo. Hoy me encuentro con esos vecinos en poblacio- 
nes de la Granja, El Bosque o La Pintana, trasplantados y a 
menudo sin trabajo. 

Reconozco que no logro aceptar esta dualidad, estos bru- 
tales contrastes cuando debo pasar de una a otra realidad, en 
el breve tiempo de unos minutos. Me pregunto a menudo 

qué ciudades estamos construyendo, si terminamos convi- 
viendo con compatriotas en “Belindia”, aquella denomina- 

ción que un amigo economista aplicaba a su país, Brasil. Para 
él, Brasil era Belindia, es decir Bélgica y la India al mismo 
tiempo, realidades en contraste, separadas sólo por una 
cuadras de distancia. 

Demasiada desigualdad 

Los economistas nos hemos acostumbrado a aceptar que la 

distribución de ingresos personales en un país sólo puede ser 
alterada lentamente, en el largo plazo. :Pero qué nos impide 

actuar con el fin de aminorar más rápidamente las gigantes- 
cas desigualdades en la infraestructura pública y de servicios 
de que disponen comunas ricas respecto de las comunas 
pobres? Después de todo, se trata de recursos públicos. Bien 
asignados, con un criterio de equidad, los ingresos públicos 
municipalizados, podrían ser un poderoso instrumento para 
mejorar la calidad de vida en los barrios “subdesarrollados”. 
De paso, estaríamos construyendo una ciudad más armónica, 
más vivible y, desde luego, mas segura. Para algunos las di- 

ferencias actuales llevan a que los que viven en barrios po- 
bres, migren diariamente, a menudo a delinquir, hacia las 
comunas más ricas. 

El arzobispo de Santiago, Francisco Javier Errázuriz, en una 
notable homilía en el día de Santiago, afirmó hace algunos 
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meses que “lo que más entristece a una ciudad es aquello 
que va esfumando el noble sentido de la existencia humana”. 

No es satisfactorio que comunas como San Ramón o Lo 

Espejo dispongan de dos mil millones de pesos al año para 
gastar en servicios que la comunidad requiere con urgencia, 
cuando Las Condes o Santiago disponen de unos 30 mil 
millones de pesos con igual fin, es decir, quince veces más. 
<Y dónde es que se encuentran los principales déficit o caren- 
cias de consultorios de salud, buenas escuelas, áreas verdes, 
retenes de Carabineros, pavimentos, iluminación de canchas 
para la práctica de deporte. 3 ZPor squé toleramos estas inmen- 
sas diferencias? 

Las leyes de rentas municipales y contra la evasión tribu- 

taria representan un tímido paso para acortar las desigualda- 
des. Procuran redistribuir mejor los aumentos que los in- 
gresos tributarios tendrán a futuro, tanto por el crecimiento 
de la economía, como por las correcciones tributarias que 
harán que los que evaden o eluden pagar sus impuestos lo 
hagan igual que el resto de los ciudadanos. 

Podrá legítimamente argumentarse que sería posible 
encontrar otras fuentes alternativas de ingresos para reducir 
las desigualdades. Pero lo que no puede escabullirse es el 

asunto del fondo. iEn qué clase de país queremos vivir? 
<Aceptamos a una comunidad humana integrada o preferi- 

mos los barrios amurallados, con guardias y vecinos prestos 

a usar armas para defenderse del “enemigo invisible” que se 
desplaza al caer la noche desde los ghettos marginales, echan- 
do una sombra de temor sobre el resto de la ciudad? Así se 
vive hoy en gran número de ciudiades en América Latina. En 
Centroamérica, en Colombia, Venezuela o Brasil. 

Es el momento preciso para hacer un punto de inflexión. 
Una distribución más equitativa de los recursos es una nece- 
sidad para mejorar la calidad de vida. Constituye además una 
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prueba de sinceridad de propósitos de quienes han propues- 
to que los chilenos hagamos una gran y permanente “vaca” 
para apoyar a los más pobres. No podrá basarse sólo en la 
donación ocasional, sino a través de leyes como las mencio- 
nadas más arriba. Su aprobación por el Congreso demostró 
que la solidaridad es posible. Que está viva como valor de 
convivencia. Que es compartida por todos los sectores. Y que 
el país necesita más que nunca de ella. 

LA DROGA: EL ENEMIGO ADENTRO 

Estaban preparando la tierra para sembrar hortalizas. Las 
miradas eran huidizas. Su sociabilidad se percibía abrupta, 
torpe, insegura. Conectaban y no conectaban con quienes 
intentábamos iniciar una conversación. Visitábamos un cen- 
tro de rehabilitación para jóvenes drogadictos en la comuna 
de La Granja. Ellos llegaron allí mental y fisicamente destrui- 
dos, nos narra el alcalde. Hoy siguen la rutina que se les 

pide, sin mucha convicción ni entusiasmo. <Cuál es la pro- 
babilidad de que, a partir de un período en que se asomaron 

a la autodestrucción, esos muchachos puedan vivir con un 
mínimo de normalidad? 

Al día siguiente hojeamos la prensa matutina. El último 
estudio de consumo de drogas entre escolares confirma que 
ésta penetra cada vez más en escuelas y colegios. El consumo 
comienza ahora en niños de 12 años de edad. Uno de cada 
siete estudiantes entrevistados reconoce consumo de mari- 
huana en el último mes. El Ministerio de Educación y el 
Consejo Nacional Contra los Estupefacientes (Conace) reac- 

cionan prontamente y anuncian nuevas campañas para ata- 

car el problema. 
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La gran epidemia 

Nuestra impresión es que el asunto se ha desbordado. Está 

adquiriendo las características de una epidemia. Los recursos 
humanos y presupuestarios para atacarla son irrisorios. El 
presupuesto total de Conace apenas supera los diez millones 
de dólares al año. Incautaciones en años recientes detectan 
una operación en Arica que internaba desde Bolivia el equi- 

valente de dos millones de dólares por semana. 
La operación “Cojinova”, por otra parte, incautó en un 

barco 500 millones de dólares en droga. Chile ya es parte del 
circuito habitual de tránsito de narcóticos desde Colombia 
hacia Estados Unidos y Europa. No sólo cocaína. Ahora tam- 

bién pasa por aquí la heroína destinada al mercado neoyor- 
quino. 

Si Chile se está convirtiendo en ruta preferida de la 
droga, también lo es del dinero asociado a la droga. La 
Oficina Antinarcóticos norteamericana menciona en uno de 
sus informes acerca de varios cientos de millones de dólares 
lavados anualmente en Chile. 

El lado oscuro de la globalización pareciera ser, entonces, 
la integración mundial de las redes de actividades ilícitas: 

narcotráfico, lavado de dinero proveniente de las drogas, 
los secuestros o la corrupción gubernamental. Estas redes 

desarrollan métodos y circuitos siempre cambiantes. Esco- 
gen a los países más abiertos, con menos regulaciones, con 

menor o más lenta capacidad de reacción. 

Siempre la lentitud 

En Chile ha habido una lamentable lentitud de reacción 
frente a esta plaga universal. Aún no logramos legislar, por 
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ejemplo, para controlar el lavado de dinero. Un proyecto de 
ley, presentado hace años, yace en las comisiones legislativas. 
Otro proyecto avanza con pasmosa lentitud en la Cámara de 
Diputados. 

Parece obvio que no lograremos detener la escalada de 
la droga si no rompemos el círculo del delito desde lo más 

macro, las redes internacionales que lo alimentan, hasta el 
microtraficante y el consumidor habitual. Para romper el 
círculo, hay que producir rupturas. 

Hay que hacer obligatoria la entrega de información de 
operactones sospechosas por parte de los bancos e institucio- 
nes financieras, interceptar teléfonos para investigar a narco- 
traficantes, dar plena protección legal a los agentes encubier- 
tos y fiscalizar a nivel local el comportamiento de policías y 
jueces frente a los agentes de la droga. El microtráfico debe 
castigarse con penas proporcionales al delito, y así terminar 

con la sensación de impunidad hoy vigente. 

Involucrar a la gente 

Se afirma, y con razón, que sin una participación compro- 
metida de la comunidad, todos los esfuerzos en otros planos 
se hacen insuficientes. Pero la gente en las poblaciones no 
colabora en la lucha contra la droga porque tiene miedo. No 
tiene confianza en la justicia, a veces ni siquiera en la policía. 
Se refugia en sus hogares, detrás de rejas sobre rejas. No 
interactúa con los vecinos. Abandona pasajes y espacios 

públicos que son “ocupados” por los traficantes. Los niños, 
refugiados en sus casas y escuelas, son asediados a la salida 

de los colegios. La droga inicialmente se les entrega gratis. 
Ahí se cierra el círculo. Niños de 12 años inducidos a con- 
sumir. 
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<Cómo vencer los miedos de la comunidad local para 
defenderse? Parece obvio que el esfuerzo debe centrarse en 
reconstruir la convivencia de los vecinos, en torno de los 

colegios, las iglesias, las organizaciones del deporte y la re- 
creación. Superar así el aislamiento y el miedo, y generar 
una conversación de las familias sobre esto. De allí surgirán 
las redes de apoyo y la cooperación con los esfuerzos de la 
policía y de la autoridad. 

La Reforma Educacional puede jugar un rol en esto. La 
extensión de jornada y los contenidos de la Red de Enlaces 
podrían orientarse hacia la afirmación por los estudiantes de 
mundos personales fuertes, expresivos, resistentes al conta- 
gio de la droga, relacionados creativa y afectivamente con 

otros niños o jóvenes en igual situación. Los grupos objetivos 
deben ser los padres y niños por igual. 

La droga se va a derrotar cuando se perciba un Estado 
fuerte y duro con el delito. Cuando existan comunidades 
comprometidas en proteger a sus niños y jóvenes. Cuando la 

educación sea tan personalizada, como para que cada niño 
sienta que el mundo a su alrededor se construye para hacer 
posible su mejor y más pleno desarrollo y no para ser aplas- 
tado por fuerzas que no comprende ni controla. 

LAS DROGAS FUERA DE ALCANCE: UNA PROPUESTA 

A nuestro juicio, el problema social más grave del país, y al 
que no estamos dedicando sino recursos simbólicos que per- 
miten desarrollar sólo “planes piloto”, es el del narcotráfíco y 
su letal penetración en todas las esferas de la sociedad, y con 
particular virulencia en las comunas de menores ingresos. 

Los gobiernos de la Concertación han impulsado las accio- 
nes adecuadas para comenzar a dar la guerra a la droga. Pero 
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el esfuerzo se estrella con unz notoria insuficiencia de recur- 

sos. Lo más sorprendente es el escaso sentido de urgencia 
que pareciera tener este tema entre legisladores, sector pri- 
vado y medios de comunicación. 

Nos parece que Chile tiene que dar una señal drástica, 
no desprovista de dramatisrro, que implique pasar dc los 

“planes piloto” en el combate a la droga, hacia un abordaje 
más global del problema. Para atacar el narcotrático hay que 
dar más recursos a la policía, incluyendo Investigaciones. Se 

debe aumentar al menos en cinco mil las plazas para cara- 

bineros especialmente entrenados para este efecto. Habría 
que adquirir equipos móviles para detección por rayos X, y 

otras técnicas similares con el objeto de ubicar oportuna- 
mente los lugares a través de los cuales se hace efectiva la 
internación de droga. Habría que construir comisarías espe- 
cializadas en drogas. La Armada necesitaría recursos adicio- 
nales para un patrullaje efectivo de las costas, incluyendo 
helicópteros y radares portátiles. 

El control efectivo del mic rotráfico, por otra parte, supo- 
ne generalizar los programas (cle “comuna segura” que hoy se 

llevan adelante como plan piloto en unas pocas comunas. 
Hay que dotar a los municipios de vehículos y personal para 

capacitar y organizar a la ccmunidad. Es ésta la que va a 
trabajar con la policía para lograr un repliegue de los micro- 
traficantes. Son éstos los que amenazan a la población, se 
adueñan de los espacios públicos, cobran peajes a los resi- 
dentes y generan un ambiente que promueve la comisión de 
otros delitos. 

Un plan global y coherente contra las drogas implica 
atacar también los problemas sociales que facilitan la insta- 

lación de los microtraficantes, reocupar los espacios públicos 
eliminando sitios eriazos, iluminando calles y pasajes, crean- 

do redes de seguridad vecinal. 
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Por otra parte, los programas de prevención de consumo 
de drogas a nivel escolar de Conace son exitosos pero insu- 
ficientes. Cubren menos de un tercio de los niños y jóvenes 
a que debieran llegar. La prevención y control del tráfico de 

drogas al interior de las escuelas y colegios y en su vecindario 
requiere organizar a la comunidad educativa, dotar a Cara- 

bineros de móviles que se desplacen entre los establecimien- 
tos de cada comuna hasta asegurar vecindarios libres de 

droga. 
Se hace indispensable extender la experiencia con los 

centros de acogida para niños y jóvenes que recién se inician 
en la droga, sin desarrollar aún dependencia. Se estima que 
deberían estar funcionando ya en unas 80 comunas, las más 
vulnerables a la penetración de la droga. Hoy sólo se dispone 

de un escaso número de centros pilotos. 
La rehabilitación de los adictos llega apenas a cuatro mil 

jóvenes, de un total de 70 mil drogadependientes. Hay que 
multiplicar en varias veces el esfuerzo actual. 

&ómo financiar este enorme esfuerzo-país para combatir 
la droga? Proponemos un fondo creado para este propósito 
y financiado con recursos provenientes de la venta de activos 
públicos de significación (excluyendo Codelco), apuntando 

a un fondo de unos cien millones de dólares al año. 
Las sugerencias anteriores serán, sin duda, controverti- 

das. No hay que temer a esa discusión. El país requiere ini- 

ciativas nuevas que no sólo den impulso a la economía, sino 
que lleguen más profundo respecto de los problemas más 
recurrentes en la vida cotidiana de las personas, entre ellos, 
la amenaza de la droga. 
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LAS REFORMAS A LA JUSTICIA 

En el año 2001 se ha comenzado a implementar la Reforma 

Judicial. Ésta y las reformas de la Educación y de la Salud 
constituyen las iniciativas de cambio más profundas y de 
largo alcance del actual gobierno. Representan también lo 
que podríamos llamar las “reformas de la nueva etapa”. Éstas 
dicen relación con el acceso de las personas a servicios bá- 
sicos de buena calidad, que les permitan resolver el proble- 
ma de inseguridad frente al futuro que se agudiza con la 

globalización. 
Respecto de la reforma judicial, la pregunta pertinente 

no es si ella es necesaria, sino por qué tardó tanto. En efecto, 

con el pasar de los años la justicia se había convertido en un 
bien remoto, inaccesible para los más. 

El sistema se ha caracterizado por su inefectividad. Es así 
como del total de causas ingresadas a tribunales, sólo el 30% 
termina habitualmente en sentencia y el 95% de los procesos 
por robo no tienen resolución judicial, sobreseyéndose “tem- 
poralmente”. En lo que se refiere a homicidios, un 60% de 

los crímenes con resultado de muerte nunca encuentra un 

culpable. 
El sistema está tan recargado, que en el 80% de los casos 

los procesos son llevados adelante, no por los jueces, sino 
por funcionarios subalternos. Es frecuente el abandono de 
las causas en los tribunales, antes que se complete la inves- 
tigación. A menudo, las órdenes de investigar ni siquiera son 
respondidas por la también muy recargada policía especiali- 
zada. La lentitud de los procesos es tal que hay “detenidos” 

sin resolución de sus casos hasta por quince años. 
Para tener un sistema judicial más expedito, más accesi- 

ble, más ágil y que reduzca la justificada inseguridad ciuda- 
dana frente al delito, hay que crear un nuevo sistema. Ni más 
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ni menos. Así lo han entendido los gobiernos de la Con- 
certación. 

Enseñanza de la reforma 

¿Por qué el caso de la reforma judicial es interesante más allá 
de sus propios resultados? La reforma judicial nos enseña 
cómo hacer las reformas sociales pendientes. Los cambios 
propuestos en la justicia son el fruto de una búsqueda de 
ideas entre especialistas de distintos centros de estudios, 
independientemente de sus colores políticos. Es así como las 
contribuciones de la Corporación de Promoción Universita- 

ria y de Paz Ciudadana fueron decisivas para diseñar una 
buena reforma judicial. 

Una segunda característica es que, en la búsqueda de 
ideas, esta reforma se abre a las experiencias de países con 
otras tradiciones jurídicas, como es el caso de los países 
sajones. Se introducen así nuevas instituciones, tales como el 
juicio oral, el ministerio público y la defensoría pública. Se 

diseñan también mecanismos para descongestionar los tribu- 
nales, tales como la posibilidad de acuerdos indemnizatorios 
que eliminan la necesidad de completar el proceso judicial. 

Se puede pactar la suspensión condicional del proceso en 

caso de delitos menores, y la po:.ibilidad de procedimientos 
abreviados con acuerdo de limitación de pena. 

Af incorporar experiencias de países con otras trddicio- 
nes jurídicas, la profesión legal en Chile se sacude de su 
imagen conservadora y algo autocomplaciente. La crisis del 
sistema obligó a buscar nuevos c,aminos, como ocurrió con 
la economía a mediados de los años setenta. 

Una tercera característica de testa reforma es su necesaria 
gradualidad. Las nuevas instituciones jurídicas van a ponerse 
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en marcha en un período de ocho años, durante el cual de- 
berán coexistir con las formas tradicionales de hacer justicia. 

La coexistencia de dos sistemas plantea formidables de- 
safios. Se trata de un cambico cultural en los funcionarios 
judiciales, un cambio de mentalidad. Que la justicia esté de 
verdad al servicio de los ciudadanos. Que éstos perciban, a 
través de la administración de justicia, un cambio de rostro 
del Estado, más cercano, más amable, menos burocrático y 

tramitador. En este sentido, esta reforma anticipa lo que 

deberá ser una modernización más integral del aparato del 
Estado. 

Puntos de resistencia al cambio 

Por otra parte, el cambio es necesariamente gradual, porque 
habrá evidentes puntos de resistencia a su implementación 
por muchos jueces y funcionarios. Se requerirá decisión para 
avanzar, pero también de capacidad de persuasión y de per- 
sistencia. 

La continuidad sin retrocesos es la esencia de cambios 

tan drásticos como el descrito. Ello nos lleva a enfatizar el 
que estas reformas, para ser exitosas, van a tener que persis- 
tir por varios gobiernos. De allí que su aceptabilidad al 
momento del diseño inicial, por sectores que legítimamente 
disputarán la alternancia en el gobierno, se convierte en un 
requisito para la continuidad del esfuerzo. 

El contraste entre los cambios educacionales y de la jus- 
ticia ya en marcha y los frustrados intentos de seguir igual 
camino en el caso de la salud :son aleccionadores. La reforma 
de la salud no ha tenido consenso político, ha sido sistemáti- 

camente bloqueada por sectores que no quieren renunciar a 

privilegios, ya sean funcionarios administrativos o profesionales 
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médicos, y los sucesivos ministros de Salud, desde el gobier- 
no militar en adelante, no se han atrevido a enfrentar los 
poderosos intereses creados. Tampoco han tenido la capaci- 
dad de persuasión para convertir esta reforma en un tema 
urgente de interés nacional. 

Finalmente, las reformas de la nueva etapa no serán 

gratis. Ellas demandan enormes volúmenes de recursos. El 

presupuesto del sector Justicia ha aumentado en más de 

150% desde que los presidentes Patricio Aylwin y Eduardo 
Frei decidieran darle prioridad. Aún así, la reforma penal 
en marcha requerirá volver a duplicar los recursos del sec- 
tor, de aquí al año 2006. Si a eso se agrega la necesaria 
ampliación de cargos en Carabineros y la mejoría de sus 
remuneraciones, estamos hablando de un enorme esfuerzo 
de financiamiento. 

Construir una sociedad más segura en Chile requerirá 

otras reformas. Agreguemos a las anteriores, además del ya 

implementado seguro de desempleo, la previsión, el ordena- 
miento urbano y la descontaminación. Es tiempo, por lo 
tanto, de potenciar los esfuerzos públicos y privados que 
aportan no sólo ideas, sino recursos adecuados a este fin. 

LA DISCUTIDA PKEWSIÓN 

Pocos discuten hoy día que el nuevo sistema previsional re- 

presenta un avance innovador. De hecho, éste ha servido de 
pauta para las reformas previsionales en un buen número 
de países latinoamericanos. También es cierto que, al cabo de 

dieciocho años de funcionamiento, el sistema privado de 
pensiones requiere una evaluaciim y ajustes importantes para 

corregir deficiencias y responder activamente a las críticas 
que distintos aspectos del sistema suscitan. 
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El primero es el tema de los costos. La pregunta no 
puede rehuirse: ipor qué las comisiones de las AFP son 40% 
por ciento más altas que las comisiones equivalentes de admi- 

nistradoras de fondos similares en Estados Unidos? <Por qué 
su costo es 30% mayor que los costos de administración de 
las cuentas de ahorro por los bancos? 

Es bien sabido que las causas son dos y están relacionadas 
entre sí. La primera es que las AFP siguen gastando enormes 

sumas de dinero en comercialización y ventas de sus produc- 
tos. Estos gastos se destinan a atraer nuevos afiliados y, espe- 
cialmente, a “robar” clientes a otras MP. Los traspasos de 
afiliados, aceitados con atractivas coimas o regalos, siguen a 

un ritmo de 30 mil personas al mes. Una reducción de esos 
gastos a la mitad le significaría a los afiliados al sistema dis- 

poner de unos cien millones de dólares adicionales al año, 

en sus cuentas de ahorro para la jubilación. 

Mcís competencia y mayor jlexibilidad 

La segunda razón de las altas comisiones es que en el sistema 
no hay suficiente competencia. Este funciona, de hecho, como 
un cartel, en el que las comisiones son sospechosamente 
semejantes para todas las administradoras. 

Se han dado algunos pasos para corregir esta situación. 

Hay normas que buscan reducir el negocio de los traspasos, 
aunque aún éstas son insuficientes y a menudo siguen siendo 
burladas. Por otra parte, se va a requerir, por primera vez, a 
las AFP la entrega de informacion pública de costos y comisio- 
nes para inducir, así, a una mayor competencia y transparen- 
cia en los cobros. El solo anuncio de esta medida ya ha hecho 

bajar las comisiones en un diez por ciento. 
Es necesario dar pasos adicionales. Se debería permitir 
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una libre competencia en las comisiones, sobre bases más 

flexibles. Si éstas fueran un porcentaje del fondo total acu- 
mulado por el imponente, en vez de un porcentaje del sa- 
lario, se tendría la ventaja adicional de que las ganancias de 

las AFP, como negocio de sus dueños, estarían directamente 
vinculadas a la rentabilidad que éstas fueron capaces de 

obtener con los fondos de los futuros pensionados. Se termi- 
naría así con la peligrosa percepción, hoy existente, de una 
fuerte disociación entre ambas. 

En años recientes, los fondos de los imponentes han 
tenido una rentabilidad baja o incluso negativa. Sin embar- 
go, las AFP van a tener utilidades que en promedio represen- 
tan casi un 20% de su patrimonio. En algunos casos esa ren- 
tabilidad se va a acercar al 40%. 

Errores en la inversión 

La mala rentabilidad reciente del sistema deja al desnudo 
errores en la política de inversiones de las AFP. No supieron 
o no quisieron diversificar a tiempo sus inversiones. Las 
hechas en acciones se concentraron en veinticinco empresas, 

de entre doscientas cincuenta tramadas en la bolsa. Un seten- 
ta y cinco por ciento de esas inversiones fue a las empresas 

eléctricas. Por otra parte, las AFP no hicieron uso oportuna- 
mente de la flexibilización de las normas de inversión en el 
exterior. 

Se requiere una mayor diversificación de las inversiones 
de las AFP para evitar rentabilidades tan fluctuantes o nega- 
tivas como las observadas en 1998. La creación de los multi- 
fondos de inversión es un paso muy significativo para me- 
jorar la rentabilidad del sistema. Ahora los imponentes 
podrán elegir, según su propensión o aversión al riesgo, en 
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qué tipo de fondo desean que se inviertan sus dineros. Los 
más jóvenes invertirán más en acciones, otros preferirán una 
rentabilidad menor pero más segura en renta fija. 

Menos que la pensión mínima 

El sistema de previsión privado adolece de otro serio defecto. 
Aunque su cobertura es alta p supera los cinco millones de 

afiliados, sólo tres millones y medio cotiza regularmente. El 
resto, casi dos millones de personas, no lo hacen por el 

hecho de que sus ingresos o empleos son inestables. De no 
corregirse esto, un 40% de los futuros pensionados tendrá 
una pensión inferior a la mínima. Para llegar al valor de la 
pensión mínima, ésta tendrá que ser subvencionada, con un 
alto costo para el Estado. Esto debe corregirse. 

El futuro de las AFP y las isapres estará estrechamente 
vinculado a la capacidad para anticipar y corregir oportuna- 
mente sus defectos. Se trata dse bienes públicos, la previsión 
y la salud, respecto de los cuales sus usuarios exigirán 
crecientemente el mejor servicio al menor costo. 

Para responder a esa legítima exigencia, será necesario 
abordar a tiempo la “reforma de las reformas”. Por medio de 
dichas reformas, se transfirió c-1 sector privado la responsabi- 
lidad de proveer estos indispensables servicios de salud y 
previsión en mejores condiciones de costo, calidad y cober- 
tura que la de los sistemas públicos que ellas reemplazaron. 
El objetivo se ha logrado sólo parcialmente. Hay que abordar 
a tiempo los cambios pendientes. 
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PRIVATIZACIONES Y REFORMAS 

Hace casi veinte años se iniciaron las privatizaciones de ser- 

vicios sociales básicos en Chile. Ocurrió en la electricidad, en 
la previsión, en la educación y la salud. Más recientemente, 
en las sanitarias. 

Veinte años es un tiempo prudente para evaluar la ex- 

periencia. El saldo es, en general, positivo. Pero los hechos 
demuestran también que hay deficiencias que se han ido 
acumulando, urgentes de corregir. Si las correcciones se 
hacen a tiempo, se cerrará el capítulo de dudas y resistencias 
que hasta hoy se mantienen, respecto de la conveniencia de 
traspasar a manos privadas servicios básicos tradicionalmente 
estatales. 

Desde las primeras privatizaciones en la previsión, en la 
educación y la salud, los usuarios sabían que su participación 
en el financiamiento de estos servicios iría en aumento a 
través de alzas de tarifas. Hoy se paga más que antes por el 
agua, la luz, la isapre o la educación privada. Por consiguien- 
te, el consumidor plantea una mayor exigencia respecto de 
la calidad y el costo. Cuando los proveedores privados no 
responden adecuadamente a esta demanda de mejor servi- 
cio, se manifiesta una presión sobre el Estado con el fin de 

evitar los abusos de tarifas o simplemente de calidad defi- 

ciente del servicio por el cual se cancela tan alto precio. 

La reforma pendiente de la salud 

En ningún sector el público acumula una mayor frustración 
con el funcionamiento del sistema como en el caso de la salud. 

A pesar de una esperanza de vida creciente y una reducción 
en las tasas de mortalidad infantil a niveles similares a los de 
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varias economías industrializadas, las personas experimentan 
una sensación de desprotecciim frente al sistema. Respecto 
de la salud pública, esto surge por la incertidumbre de tener 
una atención oportuna ante un accidente o una enferme- 
dad. Respecto del sector privado, por la incapacidad de 
muchos para cubrir los costos de una intervención quirúrgi- 
ca mayor, o de poder mantenerse en este sistema cuando se 
pierde el trabajo. Para las personas de edad avanzada, el 
precio del plan de salud se duplica o triplica. Todos estos 

problemas se agudizan en escenarios de crisis económica. 

El anuncio del Presidente Lagos de que enviará un con- 
junto de proyectos de ley para reformar la salud pública y 

privada en Chile desató una amplia y agria discusión. En las 
posiciones extremas se situaron quienes desean reconstituir 
un sistema público de salud, reemplazando eventualmente el 
actual sistema mixto público-p-ivado, y los que, resistiéndose 
a hacer los cambios requeridc’s en las isapres, “demonizan” 

la salud pública como inherentemente ineficaz, dispendiosa 
y de baja calidad. 

Hay acuerdo en que hay que rediseñar tanto la salud 
pública como la privada de modo de asegurar gradualmente 
una plena cobertura a lo largo de toda la vida para todas las 

personas y a un costo razonable. Se trata de proveer un 
seguro universal que cubra las situaciones de mayor riesgo 
en salud, independiente de la capacidad económica de las 
personas. Ello obliga a introducir un componente de soli- 
daridad. El Estado será solidario con los grupos de menores 

ingresos proveyendo a quienes no puedan pagar el seguro 
básico. 

A través de fondos solidarios, tanto en Fonasa como en 
el sector privado, deberían compartirse los costos según ries- 

gos. El aporte de los de menor riesgo de salud, los jóvenes, 
serviría para pagar su plan y contribuiría a hacer menos 
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oneroso el costo de las persona:, de edad avanzada, o el de 
los enfermos crónicos o catastróficos. Un mecanismo de 

reaseguro permitiría compartir ,:ostos y riesgos. 
El acuerdo en el enfoque termina cuando se plantea por 

algunos que la mitad del aporte que hoy hacen los tres 

millones de personas atendidas por las isapres debería volcar- 
se a fortalecer al sector público. La transferencia neta sería 
de unos 120 mil millones de pesos. De escogerse este cami- 
no, el costo de los actuales planes de salud que ofrecen las 

isapres aumentaría en un 25%, adicional a los aumentos ya 
habituales todos los años. 

Estamos en desacuerdo con esa propuesta. No es una 
buena reforma aquella que obliga a unos dos millones de 
personas a emigrar masivamente desde las isapres al sistema 
público. Este no tiene posibilidad alguna de atender a esa 

nueva masa de pacientes. Por otra parte, el impacto político 
y social de impedir en la práctica a los sectores medios que 
se atiendan a costo razonable en el sector privado de salud 
sería inconmensurable y, sin duda, traumático. 

Hay que proceder por un camino de cambio gradual en 
cada uno de los subsistemas, haciéndolos converger a un 
sistema integrado y más solidar-jo. 

Así, por ejemplo, garantizar un acceso universal a la salud 
requerirá eliminar los actuales mecanismos que hacen posi- 

ble que las isapres se desliguen cLe los pacientes no deseados, 
por la vía del alza de primas o d’el deterioro sostenido en los 

planes de salud que se les ofrecen. 
Por otra parte, otorgar una garantía en salud a todo 

chileno va a exigir también modernizar la gestión de los 
hospitales y consultorios públicos. Se tendrán que introducir 
incentivos para una mayor eficiencia y productividad. Habrá 
que otorgar a hospitales y consJtorios públicos una mayor 
flexibilidad en el manejo de recursos humanos y financieros, 
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y además promover una complementariedad entre el sector 
público y el privado para una mejor asignación de la infra- 
estructura y de los recursos disponibles. 

El gobierno de Lagos tiene razón al dar alta prioridad a 
los cambios en salud. Estos, en verdad, no pueden esperar. 
El pronóstico es que la insatisfacción ciudadana seguirá 
agudizándose ante las presiones que impondrán sobre el 
sistema de salud el envejecimiento de la población, las alzas 

de costos debido a las nuevas tecnologías y la demanda ciu- 

dadana por más y mejor salud. 
Parece obvio que se necesitará universalizar la atención 

en enfermedades catastróficas, de salud mental y odonto- 

lógicas, entre otras. 

Una estrategia para el cambio 

&ué viabilidad tiene un cambio global en el sistema de 
salud, para adecuarlo a las nuevas tareas y exigirle una más 
eficaz cobertura en las funciones que hoy cumple? 

La reforma de la salud siempre enfrenta una fuerte re- 

sistencia de quienes son sus actores claves: el gremio médico, 
el personal del sistema público y, en el ámbito privado, di- 
rectivos de las isapres. Para ser justos, han dado señales de 
su disponibilidad para llevar adelante cambios en la cober- 

tura de personas mayores y de enfermedades catastróficas. 
Pero nuestro punto es que esta reforma global nunca 

podrá llevarse a cabo si no cumple con ciertos requisitos. 
Primero, la reforma del sector público no será viable si no 
va acompañada de cambios importantes en las isapres. Se- 

gundo, éstas deben estar dispuestas a diseñar, en conjunto 

con la autoridad pública, los ajustes necesarios para reducir 
sus costos y mejorar cobertura hacia la población de mayor 
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riesgo. Si las isapres se allanan a una reforma seria, di& 
cilmente el gremio médico y los funcionarios de la salud 
pública podrán obstruir el cambio en el sistema público. El 
gobierno tendrá, bajo esas circunstancias, toda la legitimidad 

para exigir una transformación en el modo de funcionamien- 

to de los hospitales públicos. Ek claro y se deduce de lo 
anterior que la disponibilidad de mayores recursos o sub- 

sidios debe condicionarse severamente a la aceptación de 
los cambios por los gremios de la salud y por las propias 
isapres. 

En suma, las cosas están maduras para poner al día la 
legislación que regula los servicios básicos, y hacer ahora los 
ajustes y transformaciones requeridas. Un sector privado bien 
dispuesto a colaborar en esos cambios, creará, a su vez, las 
condiciones para que el Estado haga lo suyo, particularmen- 

te los cambios de fondo que requiere la salud pública. 

<POR QUÉ EN 30 AÑOS NO SE HA LOGRADO REFORMAR LA 

SALUD PÚBLICA? 

El subsecretario de Salud ha reconocido que no hay interés 
de médicos ni dentistas por llenar los nuevos cupos que se 
ofrecen para reducir los déficit de atención en los consulto- 
rios. Un factor que explica la falta de interés son, obviamen- 

te, las bajas remuneraciones. El otro factor es que un médico 
joven no ve en la salud primaria un camino que lo lleve a 
hacer una carrera profesional estimulante y respetada. Ello 
se debe a la desarticulación existente entre el Servicio Nacio- 
nal de Salud, que maneja los hospitales, y la salud municipa- 
lizada. Los que trabajan en esta última son subvalorados y 
sienten bloqueado su acceso a las mejores oportunidades 
profesionales que ofrecen los hospitales. 
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Las filas en los consultorio:. son sólo la punta del iceberg. 
Peores son las colas menos visibles en la atención de espe- 
cialistas. Allí la demora puede alargarse a varias semanas, 
incluso meses. 

?Por qué? Hay carencia de médicos especialistas. En gran 
medida ello ocurre por el monopolio que ejercen las socie- 
dades médicas, bloqueando la expansión del número de mé- 
dicos con especialidades que se forman en las escuelas de 
medicina. El caso de la oftalmología es particularmente 
dramático. Para una persona de bajos ingresos, conseguir 
hora con un oculista del sector público puede demorar 
meses. 

La gente ha tenido una proverbial paciencia para sufrir 
y tolerar estos irritantes problemas, durante ya largos treinta 
arios. Pero, con el advenimiento de la democracia en 1990 
y gracias al poderoso impacto de la televisión, el disgusto 
ciudadano se manifiesta en una fuerte presión política sobre 
los gobiernos, para realizar los cambios en el sistema de 
salud. Recuerdo muy bien que ya en la campaña del NO, 

antes del Plebiscito de 1988, la sola mención de los proble- 
mas de la salud en una asamblea o mitin político hacía surgir 
un estruendoso clamor del publico asistente. 

Obstáculos para el cambio 

La pregunta es por qué no se ha podido cambiar y mejorar 
la atención. Un factor es el gigantismo de los hospitales, 
empujados por la necesidad de cobertura universal. Un 
hospital como El Salvador es inmanejable de acuerdo a 
pautas modernas de gestión, que busquen satisfacer, en un 
nivel mínimo aceptable, al usuario. La IBM, que sufría tam- 
bién del síndrome del gigantismo, tuvo que desmembrarse 
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en unidades independientes y autónomas, para poder com- 
petir con las nuevas pequeñas y ágiles empresas en el área de 
alta tecnología. Algo similar comienza a ocurrir en la salud. 

Los feudos médicos al interior de los hospitales son fac- 
tores que frenan el cambio. Los malos salarios se han com- 

pensado históricamente con la inamovilidad de los funcio- 
narios. Hay, por lo tanto, excesiva rigidez en la organización 

del sistema. La productividad no crece. Según un estudio de 
la Cepal, el presupuesto anual dedicado al sector público de la 
salud aumentó 2.6 veces en la última década, mientras el 
rendimiento de estos recursos se redujo en 55%. 

Existen en el sector, también, gremios poderosos, algunos 
como el Colegio Médico, con larga tradición y prestigio. Sus 

conductas prácticas, sin embargo, tienden a ser contradic- 
torias con su autoproclamada vkión progresista de la vida y 

de los cambios. En lo que se refkre al sistema de salud, ellos 
suelen tener una visión conservadora. Se defienden con 
ahínco de los cambios que, en la superficie y sólo en la super- 
ficie, parecieran amenazar sus intereses. 

Los ministros de Salud pasan por un ciclo altamente 
predecible. Un ímpetu inicial por las reformas, seguido de 
una expresión de metas ambiciosas a lograr durante su ges- 
tión. Luego se expresa el desacuerdo con los gremios. Vie- 
nen las amenazas de éstos. Estalla la guerra de declaraciones 

hasta llegar al paro. El conflicto es instantáneamente cubier- 
to minuto a minuto por la TV, scon un enorme impacto en 

la opinión pública. Las instrucciones presidenciales al minis- 
tro son terminantes: “Arregle el conflicto”. Triunfo de los 
gremios. Parálisis en las reformas. Esa es la historia predomi- 
nante en los últimos 30 años. 
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La lentitud en reformar 

La descripción anterior no es enteramente justa porque, a 

pesar de los enormes obstáculos descritos, ha habido un 
proceso gradual y lento de reformas que han tendido a 
descentralizar el sistema, a introducir la posibilidad limitada 
de subcontratar con el sector privado, y a mejorar gradual- 
mente las remuneraciones del personal de la salud pública. 

Pero aún así, el hecho grueso subsiste: se ha más que dupli- 
cado el presupuesto en los últimos diez años, y la insatisfac- 
ción ciudadana persiste. 

Un amigo, político exitoso que ha llegado al más alto 

cargo público en un país latinoamericano, me decía una vez: 

“El capital político es para gastarlo. Hay que ponerlo en 
juego”. No hay causa más urgente y de efecto más perdura- 
ble para practicar esa verdad que el abordar de una vez por 
todas una reforma integral del sistema de salud chileno. El 
anuncio del Presidente Lagos cel 21 de mayo del 2001 parece 
haber derrotado la inercia. El proceso de cambios más pro- 
fundos en la salud pública de bería iniciarse en el curso del 
2001. 

LA SALUD PRIVADA 

Todas las semanas se nos acercan personas que nos narran 
sus casos. Nos envían copia de la carta de su isapre: “Consi- 
derando una nueva estructura de factores de riesgo por sexo 
y edad, el costo de su plan de sialud subirá de 2,7 UF a 7,0 UF”. 

Léase el subtexto detrás de las cifras: el afiliado que se acerca 

a los 70 años de edad tendrá que pagar más del doble por 

iguales beneficios que en años anteriores. La alternativa que 

plantea la isapre a su afiliado consistiría en mantener el 
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precio, pero reducir la cobertura, de un 80% a sólo un 25% 
del costo de una hospitalización, y de un 80% a un 60% en 
las consultas médicas. tEs satisfactorio un sistema en que los 
adultos mayores, para permanecer con un seguro privado de 
salud, deban tener un ingreso casi cuatro veces superior al 
ingreso promedio de la poblacitjn? 

Para otros grupos de edad los costos también suben. Son 
frecuentes los aumentos de 10% a 15% en el valor del plan 

de un año al siguiente. La carta dice: “Si nada nos manifiesta 
antes de fines de septiembre, se entiende que usted acepta 
el plan a este nuevo costo”. 

No deben sorprenderse las isapres, entonces, que duran- 
te los años 2000 y 2001 se hayan desafiliado del sistema unas 
ochocientas mil personas. La opción de pagar cada vez más, 
por iguales beneficios, va excluyendo a muchas familias de 
la salud privada. 

Los costos se disparan 

El descuento para salud era originalmente un 7% del ingreso 
personal. Hoy, en promedio, lo que se descuenta es un 9.2% 
del ingreso. La razón es simple: para la mayoría de los afi- 
liados, mantener una cobertura mínima adecuada a sus 
necesidades los obliga a hacer aportes adicionales volunta- 
rios. Las familias están dedicando cada vez un porcentaje 
mayor de su presupuesto, para pagar la cuota de la isapre. 

Por otra parte, aumentan fuertemente los “copagos”, es 

decir, lo que hay que sacar del b’3lsillo, debido a que la isapre 
bonifica sólo una fracción de lo que cobra el médico o la 
clínica respectiva. Un botón de muestra: el costo de la consul- 

ta médica subió más de un 50% en UF entre 1990 y 1996, y la 
bonificación respectiva de la isapre, sólo un 14%. Resultado: 
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los copagos se incrementaron entre 30% y 40% en el perío- 
do de seis años. 

Hay que mejorar este sistema. Es urgente estandarizar los 
más de ocho mil planes de salud que hoy se ofrecen. Nadie 
sabe, ni entiende, ni puéde comparar su plan con otros pla- 
nes. 

La estructura de costos debe hacerse pública, presentada 
de forma que se pueda fiscalizar. La transparencia es un 
requisito para la credibilidad del sistema, y así reducir la 
presión que ejercen grupos de interés para revertir el cam- 
bio de los últimos 20 años, nuevamente hacia el sistema 
público. 

Las isapres tienen que ofrecer un seguro básico que in- 
cluya e incorpore a las persc’nas con riesgos superiores al 
promedio, ancianos y enfermos crónicos o catastróficos. 

Todo estos cambios pueden lograrse con la participación 
activa de las instituciones privadas de salud. Pero el gobierno 
y el Parlamento deben poner la presión adecuada y el marco 
legal que impida a las instiuciones involucradas bloquear 
reformas cuyo tiempo ha llegado. 
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